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OPINIÓN N.° 089-2006/GNP
Consultante:
Servicios Postales del Perú S.A. (SERPOST S.A.)

Asunto:
Fraccionamiento, contratación directa y suscripción del contrato
Referencias:
Cartas N.º 017-A/2006, N.º 19-A/2006 y N.º 22-A/06 
1.
ANTECEDENTES

Mediante los documentos de la referencia, la Gerente de Administración de Recursos de Servicios Postales del Perú S.A. (SERPOST S.A.) solicitó a este Consejo Superior la absolución de consultas en el marco de la vigencia del Texto Único Ordenado de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado mediante Decreto Supremo Nº 083-2004-PCM, y su Reglamento, aprobado mediante Decreto Supremo Nº 084-2004-PCM, que para efectos de la presente opinión denominaremos la Ley y el Reglamento, respectivamente. 

La mencionada consulta se refiere a la viabilidad de contratar con dos empresas para la prestación del mismo servicio a fin de asegurar su cumplimiento y si es posible, dado que no se configura fraccionamiento, contratar directamente el servicio de transporte nacional e internacional de sacas y valijas en virtud a la complejidad que tiene la prestación de dicho servicio.
2. 
CONSULTA

La Gerente de Administración de Recursos de SERPOST S.A. consulta, literalmente, lo siguiente:
“La consulta que planteamos tiene dos aspectos. El primero de ellos es, si sería posible, de acuerdo con la legislación actual, otorgar el servicio a dos concesionarios, uno titular y otro suplente, a ser utilizado cuando el titular no pueda prestar el servicio. El segundo es, si sería posible, dentro de la legislación actual, ir a una exoneración que nos permita realizar el trabajo de modo eficiente y sin el peligro que, la empresa contratada deje de prestarlo bien sea de modo circunstancial o de modo permanente”.

3.
ANÁLISIS

Antes de iniciar el desarrollo del presente análisis, debemos precisar que, de conformidad con lo dispuesto por el inciso h) del artículo 59° de la Ley y el procedimiento contenido en el numeral 8 del Texto Único de Procedimientos Administrativos del CONSUCODE, aprobado por Decreto Supremo N.º 043-2006-EF, las consultas que absuelve este Consejo Superior deben estar referidas a la interpretación y/o aplicación de algún aspecto oscuro o ambiguo de la normativa sobre contratación pública. En este sentido, el análisis será desarrollado con referencia a hechos generales, por lo que sus conclusiones no estarán vinculadas necesariamente a situación particular alguna.
3.1. Sobre la base de lo establecido por mandato constitucional
, por regla general las adquisiciones y contrataciones que realice el Estado, a través de sus distintas dependencias, se realizan necesariamente mediando determinados procedimientos preestablecidos en la norma, los cuales confluyen en la formación de la voluntad del Estado, a efectos de tener como válida la adquisición o contratación resultante. 
En consecuencia, bajo el ámbito de aplicación de la Ley y su Reglamento, las Entidades del Sector Público, a fin de proveerse de los bienes, servicios u obras necesarias para el cumplimiento de sus funciones y operaciones productivas, se encuentran obligadas a llevar a cabo procesos de selección que tienen por finalidad garantizar que la Administración Pública satisfaga sus requerimientos, de forma oportuna, con la mejor calidad y a precios y costos adecuados, con el fin primordial de asegurar el gasto eficiente de los recursos públicos. 
3.2. A propósito de los procesos de selección, señala DROMI que, toda vez que el objeto del proceso de selección, denominado genéricamente licitación en la legislación comparada, es la elección del contratista, aquél constituye “el rigorismo formal que precede al contrato, el procedimiento preliminar de manifestación de voluntad del licitante para seleccionar, por vía de aquel medio técnico idóneo, la mejor oferta”
. 
En esa medida, se establece como regla general de toda adquisición o contratación del Estado, la obligación de realizar los procesos de selección regulados por la Ley; esto es, licitación pública, concurso público, adjudicación directa o adjudicación de menor cuantía, en función del objeto involucrado en la contratación (bienes, servicios u obras), y de acuerdo al valor referencial establecido por cada Entidad, que, a su vez, se determina según los montos establecidos anualmente por las normas presupuestales
. 
3.3. Ahora bien, considerando los extremos analizados en el Informe Legal remitido por la oficina de Asesoría Jurídica de SERPOST, a propósito de la presente Consulta, cabe señalar que en concordancia con lo establecido en el artículo 32º del Reglamento, el valor referencial debe incluir la suma del costo del conjunto de bienes o servicios del mismo tipo, requeridos en un lugar determinado y en un período anual, semestral, trimestral o mensual, según lo programado en el Plan Anual de Adquisiciones y Contrataciones de la Entidad. 

De ello, se advierte que nuestra normativa recoge la tendencia logística a favor del agrupamiento de los objetos contractuales, en virtud de la cual se busca acumular adecuadamente los bienes, servicios u obras esencialmente similares, con la finalidad de incentivar la mejora de precios y calidades por la competencia y economía de escala, y simplificar las relaciones contractuales, hecho este último que se ve reflejado cuando la administración se entiende con un solo proveedor.

En ese sentido, el desconocimiento de la unidad esencial de los bienes, servicios y obras, con el objeto de evadir la modalidad o tipo de proceso que corresponde, configura el fraccionamiento indebido, proscrito por el artículo 18º de la Ley. Al respecto, Mutis y Quinteros señalan que “(…) hay fraccionamiento cuando de manera artificiosa se deshace la unidad natural del objeto contractual, con el propósito de contratar directamente aquello que en principio debió ser licitado o públicamente concursado”
. 

Así, corresponde tipificar como fraccionamiento cuando el universo de bienes, servicios u obras que se pretende contratar o adquirir en diferentes procesos, son  programables en un único proceso. Por ende, respecto a esto último, no se configuraría el fraccionamiento cuando el segundo proceso adquisitivo se produce atendiendo a necesidades imprevisibles en un primer momento
. De lo dicho podemos advertir que uno de los elementos tipificantes del fraccionamiento se configura cuando la Entidad, teniendo la posibilidad de prever sus necesidades y contando con el presupuesto para la satisfacción oportuna de las mismas, programa la realización de varios procesos menores en lugar de uno mayor; es decir, cuando estamos frente a un determinado proceso de selección programable, (entendido éste como aquel en el cual la Entidad, antes de la aprobación del Plan Anual de Adquisiciones y Contrataciones, puede determinar de forma indubitable las necesidades y requerimientos de bienes, servicios u obras que deberá convocar en el transcurso del ejercicio presupuestal
) que premeditadamente es convocado a través de otros procesos menores. 

En virtud a lo indicado, cabe señalar que si la adquisición de bienes o la ejecución de determinados servicios no podrían ser contratados como un todo o una unidad —o como se conoce en términos logísticos, bajo la estrategia de agrupamiento—, puesto que la lógica propia de las prestaciones determinadas por las características que le proporcionan los trabajos efectivamente realizados, conducen a la Entidad al desdoblamiento o singularización de la contratación, no estaremos ante un supuesto de fraccionamiento ilícito. 
En efecto, debe advertirse que corresponde a la Entidad determinar si existen elementos distintivos que hagan singular la adquisición de determinados bienes o la ejecución de determinados servicios, a efecto de programarlos en un solo proceso de selección o en tantos procesos de selección como bienes deban adquirirse o servicios deban contratarse, respectivamente. Ello puede advertirse, por ejemplo, cuando la contratación de los servicios de transporte de sacas y valijas se distingue entre sí por el destino, tiempos, frecuencias, itinerarios, entre otros.  
3.4. Ahora bien, luego de detallarse el supuesto en que se configuraría fraccionamiento y atendiendo a los supuestos planteados en la presente consulta, nos corresponde determinar si la necesidad de realizar procesos independientes por las peculiaridades de los requerimientos de la Entidad, en tanto no constituye el fraccionamiento indebido proscrito por la Ley y su Reglamento, justificaría realizar contrataciones directas con los potenciales proveedores. 
Al respecto, conjuntamente con la obligación de realizar proceso de selección, en el artículo 19º de la Ley se reconoce ciertos supuestos –taxativamente establecidos- en los cuales se permite la exoneración de dicha formalidad toda vez que, por razones coyunturales, económicas o de mercado, la Entidad sólo puede o debe satisfacer sus requerimientos a través de una propuesta que, a su vez, será ofrecida por un proveedor determinado
, es el supuesto de las contrataciones directas por exoneración del proceso de selección. 

3.5. Entre los supuestos de exoneración del proceso de selección, tenemos, entre otras causales, las de desabastecimiento inminente, bienes o servicios que no admiten sustitutos y servicios personalísimos, cuyos alcances pasaremos a desarrollar por cuanto se relacionan con el caso planteado en la presente consulta. 
El desabastecimiento inminente consiste en una “situación extraordinaria e imprevisible en la que la ausencia de determinado bien, servicio u obra compromete en forma directa e inminente la continuidad de las funciones, servicios, actividades u operaciones productivas que la Entidad tiene a su cargo de manera esencial”
. De la citada definición pueden distinguirse dos aspectos que, de forma preponderante, caracterizan a la exoneración:

a) Situación extraordinaria e imprevisible
 de ausencia de determinado bien, servicio u obra; y

b) Ausencia que compromete en forma directa e inminente la continuidad de las funciones, servicios, actividades, u operaciones productivas que la Entidad tiene a su cargo de manera esencial. 

La Entidad debe justificar la configuración de la causal por desabastecimiento inminente en el Acuerdo o Resolución que apruebe la exoneración del proceso de selección, sustentado en los informes técnicos y/o legales previos que sostengan la procedencia y necesidad de la exoneración. Sólo de esta forma la Entidad se encontrará habilitada a contratar directamente por esta causal.

Con relación a los bienes o servicios que no admiten sustitutos, dicha causal de contratación directa se configura cuando resulta un imposible físico y/o jurídico hallar más de un proveedor del bien o servicio en cuestión. Además, debe tenerse presente que las características y/o especificaciones del servicio determinan que la Entidad sólo pueda satisfacer su requerimiento por medio de éste, ya que la utilización de un servicio distinto podría comprometer los procesos productivos o la normal atención de las funciones esenciales que brinda la Entidad.  

A efectos de establecer si determinado servicio sólo puede ser prestado por un proveedor, deben realizarse estudios o indagaciones de las posibilidades que el mercado ofrece. Para ello, efectuado el requerimiento inicial por el área usuaria, la dependencia encargada de las contrataciones y adquisiciones de la Entidad, en coordinación con aquélla, definirá con precisión las características y/o especificaciones del servicio requerido; en esa medida, si determinadas las características del servicio, el mercado refleja la existencia de un único proveedor, la Entidad se encontrará habilitada para, en virtud de una decisión de gestión, contratar con este único proveedor. Así, por ejemplo, en el caso que un servicio de transportes para determinado destino se realice por una única empresa que accede a dicha ubicación, la Entidad se encontraría habilitada para exonerarse de llevar a cabo el proceso de selección correspondiente y contratar dicho servicio bajo los términos de esta causal.

Respecto la causal de exoneración por servicio personalísimo, el artículo 145º del Reglamento establece que sólo procederá la contratación directa por esta causal cuando exista la necesidad de proveerse de servicios profesionales, artísticos, científicos o tecnológicos de “personas naturales o jurídicas notoriamente especializadas, siempre que su destreza, habilidad, experiencia particular y/o conocimiento evidenciados, apreciados de manera objetiva por la Entidad, permitan sustentar de modo razonable e indiscutible su adecuación para satisfacer la complejidad del objeto contractual y haga inviable la comparación con otros potenciales proveedores”.
En ese sentido, para acreditar esta causal de exoneración debe observarse previamente y de forma detallada, las cualidades especiales del prestador, ya que para establecer si determinado servicio es personalísimo, debe definirse la forma en que el mismo será prestado, atendiendo a las cualidades especiales del contratista para hacerlo, independientemente de que exista otro locador que pueda prestar en esencia el mismo servicio; estableciéndose, de esta manera, que la diferencia entre ambos locadores es la forma de brindar el servicio, ya que uno no puede prestarlo de la misma manera que el otro y, en todo caso, su prestación no satisface el requerimiento particular de la Entidad, lo que hace inviable su comparación. 

En ese orden de ideas, el sólo hecho de considerar que determinado servicio es “especializado”
 no nos conduce a calificar a aquel como “personalísimo”, puesto que la calificación de personalísimo está en función a la forma particular de prestación del mismo que puede exhibir una determinada persona atendiendo a las cualidades especiales que ésta posee. Por tanto, la existencia en el mercado de ciertos servicios que por su complejidad o grado de desarrollo hayan adquirido la calificación de especializados, no influye en la eventual configuración de la presente causal, la cual resulta aplicable, en principio, a la generalidad de los servicios y no se restringe únicamente a los “especializados”.

3.6. Tomando en cuenta los alcances de las referidas causales de exoneración, en forma previa a la realización de la contratación directa, corresponderá a la Entidad, bajo su responsabilidad, constatar los elementos que deben estar presentes para que se configure alguna de dichas causales, debiendo advertirse los lineamientos e instrumentos que deberá utilizar para fundar su decisión en criterios objetivos. Dichos lineamientos deberán brindar la justificación técnica y legal de la procedencia y necesidad de la exoneración
; lo cual implica, a su vez, que la Entidad realice estudios previos que determinen la idónea satisfacción del servicio brindado por determinado contratista.

3.7. De lo indicado, podemos advertir que la determinación de una contratación directa depende únicamente de que los requerimientos de la Entidad  se ajusten a alguna de las causales previstas en el artículo 19º de la Ley, no teniendo incidencia en su determinación las decisiones de gestión que pudiera adoptar la Entidad para realizar contratos independientes por las peculiaridades del servicio que requiere. 
En consecuencia, podemos arribar como primera conclusión que la posible configuración de programación de contrataciones singulares (fraccionamiento permitido por la normativa) no justifica la posibilidad de contratar directamente con determinado proveedor.
3.8. De otra parte, cabe remarcar que aun cuando la normativa de contratación pública dispensa a las Entidades de realizar un proceso de selección y las faculta para adquirir o contratar mediante acciones directas, dicho permiso está referido sólo y exclusivamente a la omisión de convocar los respectivos procesos de selección; en esa medida, la contratación derivada de una exoneración no exime a la Entidad de la responsabilidad de cumplir con los lineamientos regulados por la Ley y el Reglamento para la fase de programación y actos preparatorios ni para la fase de ejecución contractual
, así como tampoco la exime de cumplir las formalidades del procedimiento exonerado, previstos en el artículo 20º de la Ley, complementado con los artículos 146º, 147º y 148º del Reglamento.
3.9. En esa medida, la contratación directa no eximiría a que las Entidades dejen de requerir al contratista que presente todos los documentos exigidos por la Ley para la suscripción del contrato, ni justificaría que en la etapa contractual las Entidades adopten ciertas acciones que se encuentran proscritas por la normativa de contrataciones. En virtud de ello, en los contratos derivados de una exoneración también son aplicables las disposiciones y figuras jurídicas reguladas para la ejecución de cualquier contrato del Estado (prórrogas, ejecución de prestaciones adicionales, contrataciones complementarias, resoluciones, etc.); claro está, dichas figuras e instituciones deberán ser congruentes con la naturaleza particular de cada exoneración a fin de no desnaturalizar las justificaciones de la misma. 

3.10. En ese entendido,  la normativa de contrataciones y adquisiciones del Estado no faculta a las Entidades la posibilidad de contratar a dos proveedores, uno titular y otro suplente, para requerir el cumplimiento de un mismo servicio. No obstante, existen mecanismos legales que garantizan el efectivo cumplimiento del objeto contractual.

En efecto, el artículo 203º del Reglamento regula un procedimiento de cumplimiento obligatorio a fin de perfeccionar el contrato entre la Entidad y el titular de la oferta. Así, dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes al consentimiento de la buena pro, la Entidad deberá citar al postor ganador, otorgándole un plazo de diez (10) días hábiles dentro del cual deberá presentarse a suscribir el contrato con toda la documentación requerida. Cuando el postor ganador no se presente dentro del plazo otorgado, perderá automáticamente la buena pro, sin perjuicio de la sanción administrativa aplicable. En tal caso y únicamente bajo este supuesto, la Entidad citará al postor que ocupó el segundo lugar en el orden de prelación para que suscriba el contrato, procediéndose conforme al plazo ya señalado.

Como puede apreciarse, entre las referidas formalidades, la Entidad tiene la obligación de esperar el transcurso de un plazo máximo de diez (10) días hábiles para evaluar si es procedente citar al postor que quedó en segundo lugar en el orden de prelación del proceso de selección. En consecuencia, únicamente, en virtud del otorgamiento de la buena pro derivado de un proceso de selección, la normativa permite que, antes de la firma del contrato, la Entidad pueda tener la posibilidad de contratar con un proveedor suplente –el postor que ocupó el segundo orden de prelación en la evaluación de propuestas– a fin de pactar el cumplimiento del servicio requerido, en caso del incumplimiento del postor titular del derecho a prestar dicho servicio –postor favorecido con el otorgamiento de la buena pro–.  
3.11. En esa medida, una vez suscrito el contrato con determinado contratista, no existe en la normativa de contrataciones públicas supuesto alguno que permita a la Entidad tener, a la vez, un segundo contrato con un proveedor “suplente” por el mismo servicio, para ejecutarlo en caso de incumplimiento del contratista”titular”. Sin embargo, en caso de incumplimiento de las prestaciones objeto del contrato, la Entidad puede optar por resolver el contrato para terminar el vínculo contractual y requerir a otro proveedor, bajo los mecanismos que permite la normativa de contratación pública, la realización de las prestaciones pendientes.
Así, mediante la resolución del contrato se busca “dejar sin efecto la relación jurídica patrimonial, convirtiéndola en ineficaz de tal manera que ella deja de ligar a las partes en el sentido que ya no subsiste el deber de cumplir las obligaciones que la constituyen ni, consecuentemente, ejecutar las respectivas prestaciones”
.

La resolución, por ser el modo anormal de extinción del contrato, se produce por causas distintas al cumplimiento de éste. Así, el artículo 45º de la Ley establece, de forma genérica, que un contrato celebrado por el Estado puede ser resuelto cuando las partes lo decidan de mutuo acuerdo ante la concurrencia de causas no atribuibles a éstas por caso fortuito o fuerza mayor
, o por causas imputables a la Entidad o al contratista. 

En caso que alguna de las partes pretenda resolver el contrato por incumplimiento de las obligaciones de su contraparte, el artículo 226º del Reglamento regula el procedimiento a observarse. Según refiere el citado artículo, si alguna de las partes falta al cumplimiento de sus obligaciones, la parte perjudicada deberá requerirla mediante carta notarial para que las satisfaga en un plazo no mayor a cinco (5) días, bajo apercibimiento de resolver el contrato. En contratos de obra, dicho plazo deberá necesariamente ser de quince (15) días. Si vencido el plazo el incumplimiento continúa, la parte perjudicada resolverá el contrato de forma total o parcial, mediante carta notarial. En esta última carta, la parte que resuelve debe indicar la fecha y hora para efectuar la constatación física e inventario en el lugar de la obra, con una anticipación no menor de dos (2) días.

3.12. Por las razones expuestas, cabe señalar que a fin de garantizar el cumplimento de las funciones de la Entidad, ésta es responsable de determinar si existen elementos distintivos que hagan singular la contratación de determinados servicios, a efecto de programarlos en una única contratación directa o en tantos contratos como servicios deban realizarse. A efectos de determinar la viabilidad legal de la contratación directa, únicamente corresponde a la Entidad constatar los elementos que deben estar presentes para que se configure alguna de las causales de exoneración previstas en el artículo 19º de la Ley; la cual no habilita a que en la etapa contractual las Entidades adopten ciertas acciones que se encuentran proscritas por la normativa de contrataciones, como es el supuesto de contratar a dos proveedores, uno titular y otro suplente, para requerir el cumplimiento de un mismo servicio
4. 
CONCLUSIONES

4.1 Corresponde a la Entidad determinar si existen elementos distintivos que hagan singular la adquisición de determinados bienes o la ejecución de determinados servicios, a efecto de programarlos en un solo proceso de selección o en tantos procesos de selección como bienes deban adquirirse o servicios deban contratarse, respectivamente, teniendo en cuenta los alcances del fraccionamiento indebido que proscribe la Ley.
4.2 De otro lado, la determinación de una contratación directa depende únicamente de que los requerimientos de la Entidad  se ajusten a alguna de las causales previstas en el artículo 19º de la Ley, no teniendo incidencia en su determinación las decisiones de gestión que pudiera adoptar la Entidad para realizar contratos independientes por las peculiaridades del servicio que requiere, por lo que la necesidad de realizar procesos independientes no justifica realizar contrataciones directas con los potenciales proveedores. 
4.3 Los supuestos de exoneración regulados en el artículo 19º de la Ley están referidos exclusivamente a la realización del proceso de selección, es decir sólo habilita a las Entidades a inaplicar las disposiciones referidas a la convocatoria y desarrollo del proceso respectivo. En esa medida, la contratación directa no habilita a que en la etapa contractual las Entidades adopten ciertas acciones que se encuentran proscritas por la normativa de contrataciones.
4.4  En ese entendido,  la normativa de contrataciones y adquisiciones del Estado no faculta a las Entidades la posibilidad de contratar a dos proveedores, uno titular y otro suplente, para requerir el cumplimiento de un mismo servicio. No obstante, existen mecanismos legales que garantizan el efectivo cumplimiento del objeto contractual. Así, antes de la firma del contrato y únicamente en virtud del otorgamiento de la buena pro derivado de un proceso de selección, la normativa permite que la Entidad pueda tener la posibilidad de contratar con el postor que ocupó el segundo orden de prelación en la evaluación de propuestas, en caso del incumplimiento del postor favorecido con el otorgamiento de la buena pro.  Una vez suscrito el contrato, en caso de incumplimiento de las prestaciones objeto del contrato, la Entidad puede optar por resolverlo y requerir a otro proveedor, bajo los mecanismos que permite la normativa de contratación pública, la realización de las prestaciones pendientes de ejecutar.

Jesús María,  24 de octubre  de 2006
JPE/.

� Conforme al artículo 76° de la Constitución Política de 1993, las obras y la adquisición de suministros con utilización de fondos o recursos públicos se ejecutan obligatoriamente “por contrata y licitación pública”, así como también la adquisición o enajenación de bienes, en tanto que la contratación de servicios y proyectos cuya importancia y cuyo monto señala la Ley Anual de Presupuesto se hacen por “concurso público”. Asimismo, la mencionada norma prescribe que por ley se establecerá el procedimiento, las excepciones y las respectivas responsabilidades. 





� 	DROMI, Roberto. Licitación Pública. Buenos Aires: Ediciones Ciudad Argentina. 2da Edición. P. 78 





� 	Para el presente ejercicio rigen principalmente las siguientes normas presupuestales: Ley N.º 28411 Ley General del Sistema Nacional de Presupuesto; Ley N.º 28652 - Ley de Presupuesto del Sector Público para el Año Fiscal 2006; Decreto Supremo N.º 183-2005-EF, norma que aprueba el Presupuesto Consolidado de Ingresos y Egresos para el Año Fiscal 2006 de los Organismos Públicos Descentralizados y Empresas de los Gobiernos Regionales y Gobiernos Locales; y el Acuerdo de Directorio Nº 003-2005/018-FONAFE, Directiva de Gestión y Proceso Presupuestario de las Empresas bajo el ámbito de FONAFE y sus modificatorias.  


    


� 	Mutis, Andrés; y Quintero Andrés; La Contratación Estatal: análisis y perspectivas. Pontificia Universidad Javeriana Colombia 2000, p. 176. Citado por Morón Urbina en Advocatus, Revista de Derecho de la Universidad de Lima. Número, 2002-II. Pág. 333.





� 	En la realidad se advierte la existencia de situaciones en las cuales la Entidad no está en condiciones de determinar con claridad, al inicio de un ejercicio presupuestal, la cantidad y las características de lo efectivamente requerido puesto que la necesidad real de la prestación está definida por factores que no dependen de ella, factores sobre los cuales no puede intervenir. En tales situaciones, es decir, cuando la necesidad y el consecuente requerimiento de bienes, servicios u obras  por parte de una Entidad para el cumplimiento de sus fines, se presenta de forma tal que no es viable determinar, la cantidad y características, aún referenciales, de lo efectivamente requerido, la programación y ejecución de las referidas contrataciones deberán realizarse en la oportunidad en que la necesidad esté claramente determinada.





� 	Dicho de otra forma, los procesos no programables son aquellos que obedecen a necesidades que – por razones ajenas a la Entidad y pese a la diligente planificación de necesidades y requerimientos que ordinariamente demanda o que razonablemente son previsibles para el respectivo ejercicio presupuestal– son advertidas luego de la aprobación del PAAC, siendo irrelevante, para efectos de su determinación, si –luego de aprobado dicho instrumento de gestión conforme lo señala el artículo 25º del Reglamento– aquellos procesos pueden preverse dentro del ejercicio presupuestal con determinada anticipación o si obedecen a una necesidad que requiere ser satisfecha de forma inmediata o urgente.   





� 	Con respecto a los procesos exonerados, Roberto Dromi establece que “Siendo la licitación pública el procedimiento regla para la selección del contratista estatal, el cumplimiento de esta formalidad es de carácter obligatorio. Las excepciones al procedimiento licitatorio se fundan en cuestiones de imposibilidad legal, de naturaleza, o de hecho, o por motivos de conveniencia administrativa, o en otros supuestos, por atendible razón de Estado y seguridad pública” DROMI, Roberto. Op. Cit. P. 135. 





En ese mismo sentido, Mario Linares afirma que en tales casos nos encontramos ante “(…)supuestos que obedecen a razones de conveniencia administrativa, explicada ésta en el hecho que de utilizarse los procedimientos selectivos regulares, éstos no responderían a la celeridad y eficacia buscadas, volviéndose en contra del interés público al cual se deben y, por razones de hecho o naturaleza de las cosas, es decir, cuando no existe otro modo de satisfacer la necesidad de contratar de la Administración”. LINARES, Mario. El Contrato Estatal. Lima, Grijley, 2002. Pág. 135-136.





� 	Artículo 21º de la Ley.





� 	Se menciona como característica del desabastecimiento inminente la configuración de una “situación extraordinaria e imprevisible” de ausencia de determinado bien, servicio u obra, lo cual debería cumplirse con la falta o privación de un bien, servicio u obra fuera del orden o regla natural o de su uso común (extraordinariedad) debido a una causa irresistible que no pudo ser conocida ni evitada en el orden normal de los sucesos y del pensamiento humano (imprevisibilidad).





No obstante, en materia de contratación administrativa, tanto la imprevisibilidad como la extraordinariedad deben valorarse objetivamente y en relación, por tanto, con la existencia misma de la necesidad a satisfacer. De esta manera, bastaría la presencia de una necesidad que no podría ser atendida si se realiza el proceso de selección correspondiente, para que se justifique o resulte procedente una contratación o adquisición por exoneración.





De este modo, aun cuando la ausencia de una necesidad esencial de la Entidad tuviera como origen la negligencia del funcionario de la Entidad, ésta última se encontrará habilitada para exonerarse del proceso de selección y contratar directamente lo necesario para paliar el desabastecimiento, sin perjuicio que, en el instrumento en que se apruebe la exoneración, deban deslindarse las responsabilidades que correspondan.





� Si por especializado entendemos al servicio que requiere cierto grado de pericia o aptitud para su desenvolvimiento, puesto que dicho adjetivo que proviene del acto de especializar que, según la Real Academia de la Lengua Española, significa: “Cultivar con especialidad una rama determinada de una ciencia o de un arte”.





� Cabe recordar que, según lo establecido en el artículo 147º del Reglamento, la exoneración del proceso de selección requiere obligatoriamente de uno o más informes previos, que contengan la justificación técnica y legal de la procedencia y necesidad de la exoneración.


 


� Cabe precisar en términos generales, que el procedimiento de contratación o adquisición estatal se desarrolla a través de tres grandes fases: 





Programación y actos preparatorios, que comprende: i) la definición de necesidades y la aprobación del respectivo Plan Anual de Adquisiciones y Contrataciones, ii) la realización de un breve estudio de mercado y la determinación del tipo de proceso de selección a convocarse; iii) la designación del Comité Especial encargado de llevar a cabo la contratación o adquisición; y, iv) la elaboración y aprobación de las Bases del proceso de selección.





Selección, que se desarrolla a través de siete etapas: i) convocatoria; ii) venta de Bases (actualmente registro de participantes); iii) presentación y absolución de consultas; iv) presentación y absolución de observaciones e integración de Bases; v) presentación de propuestas; vi) calificación y evaluación de propuestas; y, vii) otorgamiento de la buena pro.





Ejecución contractual, comprendida desde la suscripción hasta el consentimiento de la liquidación del contrato respectivo.





� Manuel de la Puente y Lavalle. El Contrato en General, Tomo I. Palestra Editores, Lima – 2001. Pág. 455.





� Doctrinariamente se hace la distinción entre las causas no imputables a las partes y el caso fortuito o la fuerza mayor; sin embargo, la casuística nos demuestra la casi imperceptible línea divisoria que hay entre ambos institutos, en tanto que el caso fortuito y la fuerza mayor a su vez constituyen causas no imputables a las partes. Podríamos decir, que ambos institutos guardan una relación de género a especie, aspecto que carece de relevancia para nuestro ordenamiento, puesto que las consecuencias generadoras por parte de uno u otro son las mismas: la excepción de responsabilidad e inimputablidad de la parte que incumple.  








